
TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021268  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T. J/59 (10a.)  

 

TRABAJADORES DE LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA Y DE PROCURACIÓN DE 
JUSTICIA DEL ESTADO DE VERACRUZ. POR DISPOSICIÓN LEGAL, LOS QUE REALIZAN 

FUNCIONES ADMINISTRATIVAS SON DE CONFIANZA. 

 

La calidad de trabajadores de confianza de los servidores públicos de las instituciones policiales que 
realizan funciones administrativas y no operativas, al no pertenecer al Servicio Profesional de Carrera 
Policial dentro de una institución de seguridad pública y de procuración de justicia del Estado de Veracruz, 
la determina el artículo 77 de la Ley Número 310 del Sistema Estatal de Seguridad Pública, por lo que es 
innecesario acreditar en el juicio laboral en el que aquella naturaleza se cuestione, las funciones 
inherentes a los cargos ocupados por dichos elementos para saber si corresponden a las de dirección, 
decisión, administración, inspección, vigilancia o fiscalización y, por ende, si son o no propias de un cargo 
de confianza, pues la justificación para que éstos se consideren trabajadores de confianza deriva de la 
disposición expresa de la ley. Criterio que, por identidad jurídica sustancial, encuentra apoyo en lo 
sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 
95/2013 (10a.), de título y subtítulo: "SEGURIDAD PÚBLICA. LOS TRABAJADORES QUE SE 
IDENTIFICAN COMO ELEMENTOS DE APOYO DE LAS INSTITUCIONES QUE TIENEN A SU CARGO 
ESA FUNCIÓN Y DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, SON DE 

CONFIANZA POR DISPOSICIÓN LEGAL EXPRESA." 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021267  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 75/2019 (10a.)  

 

TÍTULO EJECUTIVO. EL DICTAMEN EMITIDO POR LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA 
PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF) QUE 
DECIDE SOBRE LA NOTORIA FALSEDAD O ALTERACIÓN DE LA FIRMA CONTENIDA EN UN 

CHEQUE TIENE ESA NATURALEZA. 

 

Del artículo 68 Bis de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, reformado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, se advierte que 
la CONDUSEF tiene atribuciones para emitir un dictamen que consigne una obligación contractual 
incumplida, cierta, exigible y líquida que, a su juicio, pueda constituir título ejecutivo no negociable en 
favor del usuario y siempre que la cuantía del asunto sea inferior al equivalente en moneda nacional a 
50,000 UDIS o, en caso de instituciones de seguros, sociedades mutualistas de seguros y 
administradoras de fondos para el retiro, a 100,000 UDIS. Ahora, del análisis sistemático de los artículos 
267, 269, 271, 274 y 194 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y 335 del Código de 
Comercio, este último aplicable supletoriamente al primer ordenamiento, se colige que el pago de un 
cheque que contenga una firma notoriamente alterada o falsificada implica la falta de conservación a que 
se obligó la entidad financiera vinculada al contrato de depósito mercantil, la operación de crédito de 
depósito de dinero y, desde luego, la negligencia en que incurre al no verificar que el instrumento mediante 
el cual el titular de la cuenta dispone de sus recursos contenga la firma registrada ante la institución 
bancaria relativa, como depositaria. Todo lo cual, conlleva el descuido de la convención entre el 
cuentahabiente y la entidad bancaria, en la que esta última incumple con el deber de conservar el bien 
depositado y que, en consecuencia, obliga a responder por los menoscabos, daños y perjuicios. De ahí 
que el dictamen emitido por la CONDUSEF que decide sobre la notoria alteración o falsificación de la 
firma en un cheque, tiene la naturaleza de un título ejecutivo y, por ende, permite al usuario ejercer la 
acción correspondiente ante tribunales, en términos de los artículos 1391, fracción IX, y 1392 del Código 

de Comercio. 

 

PRIMERA SALA 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 

Época: Décima Época  
Registro: 2021264  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: 1a./J. 84/2019 (10a.)  
 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. NO PROCEDE CONCEDERLA PARA EL 
EFECTO DE QUE EL FISCAL SE ABSTENGA DE HACER DEL CONOCIMIENTO DEL JUEZ DE 
CONTROL QUE EXISTEN DATOS DE PRUEBA SUFICIENTES EN LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN 

PARA QUE CELEBRE LA AUDIENCIA INICIAL. 

 

El artículo 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé la 
posibilidad de que se conceda la suspensión del acto reclamado para mantener viva la materia del 
amparo, evitando al quejoso los perjuicios que su ejecución pudiera ocasionarle durante la sustanciación 
del juicio. En ese sentido, el artículo 150 de la Ley de Amparo establece que la suspensión deberá 
concederse de tal forma que no impida la continuación del procedimiento que haya motivado el acto 
reclamado hasta dictarse resolución firme en él; sin embargo, como excepción a dicha regla, para 
determinar si la suspensión puede tener como efecto paralizar el procedimiento, debe analizarse si el 
daño que pueda causar la violación al quejoso es irreparable. Ahora bien, cuando en el juicio de amparo 
se reclamen actos u omisiones del fiscal en la investigación inicial que atenten contra el derecho de 
defensa del investigado y éste solicite la suspensión provisional, no procede conceder dicha medida 
cautelar, toda vez que su concesión obstaculizaría la continuación del proceso penal sin estar justificado 
el daño irreparable al quejoso, aunado a que no se ocasiona un perjuicio irreparable a sus derechos 
fundamentales, en virtud de que el Código Nacional de Procedimientos Penales en sus artículos 218 y 
219 garantiza el derecho de defensa, pues permite varios momentos en los que el investigado puede 
imponerse de la carpeta de investigación, particularmente cuando, convocados a la audiencia inicial, el 
imputado y su defensor tienen derecho a consultar los registros de la investigación y obtener copia, con 
la debida oportunidad para preparar su defensa. Máxime que, en la etapa de investigación inicial del 
proceso penal, en la que se desarrollan tales actos, el derecho de defensa del indiciado está 
salvaguardado en la medida en que, con la judicialización de la carpeta, transitará a una etapa de 
investigación complementaria, a fin de que un Juez sea quien tutele, entre otros, el referido derecho 
fundamental. Además, una eventual paralización del inicio del proceso penal puede incidir negativamente 
en el derecho de reparación de las víctimas de delito, debido a que esa medida evita que continúe el 
proceso y retarda la posibilidad de que les sea reparado el daño ocasionado y que conozcan la verdad 

de lo sucedido desde la perspectiva de una "reparación integral". 

 

PRIMERA SALA  

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021263  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 70/2019 (10a.)  

 

SUSPENSIÓN. LA NATURALEZA OMISIVA DEL ACTO RECLAMADO NO IMPIDE SU 

PROCEDENCIA. 

 

Los artículos 107, fracción X, primer párrafo, de la Constitución y 147 de la Ley de Amparo vigente, dotan 
a la suspensión de un genuino carácter de medida cautelar, cuya finalidad consiste en conservar la 
materia de la controversia y evitar que las personas sufran una afectación a su esfera jurídica mientras 
se resuelve el fondo del asunto, ya sea con medidas conservativas o de tutela anticipada (efectos 
restitutorios), para lo cual es necesario analizar: (i) la apariencia del buen derecho; (ii) las posibles 
afectaciones al interés social; y (iii) la posibilidad jurídica y material de otorgar la medida. En ese sentido, 
la naturaleza de los actos, ya sea positiva, declarativa o negativa, no representa un factor que determine 
en automático la concesión o negativa de la medida cautelar, pues la locución "atendiendo a la naturaleza 
del acto reclamado", que refiere el precepto de la Ley de Amparo, debe analizarse en función de las 
consecuencias que caso a caso pueden producir los actos reclamados, lo que a su vez es determinante 
para decidir si el efecto de la suspensión debe consistir en el mantenimiento de las cosas en el estado 
que se encuentran o debe restituirse provisionalmente a la persona en el goce del derecho violado. En 
estos términos, la naturaleza omisiva de los actos reclamados es relevante para determinar el contenido 
que adoptará la suspensión, pero no para determinar si la medida cautelar procede o no. En efecto, dado 
que el amparo provisional que se pretende con la suspensión definitiva permite que la persona alcance 
transitoriamente un beneficio que, al final del día, puede confirmarse o revocarse a través de la sentencia 
principal, sin prejuzgar sobre lo ocurrido antes del juicio de amparo ni lo que ocurrirá después, pues lo 
importante para que dicha medida cautelar sea material y jurídicamente posible radica en que los efectos 
suspensorios puedan actualizarse momento a momento, de modo que la suspensión no coincida 
exactamente, agote o deje sin materia una eventual sentencia estimatoria de amparo, y todo esto va más 

allá del tipo de medidas que deben dictarse en caso de que proceda conforme a lo anterior. 

 

PRIMERA SALA 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021258  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VII.2o.T. J/57 (10a.)  

 

REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO INDIRECTO. CUANDO SE DECLARE SIN MATERIA DEBE 

REFLEJARSE EN LOS PUNTOS RESOLUTIVOS DE LA SENTENCIA RESPECTIVA. 

 

El artículo 82 de la Ley de Amparo establece que la parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de 
amparo puede adherirse al recurso de revisión interpuesto por otra de las partes dentro del plazo de cinco 
días, contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la admisión del 
recurso, expresando los agravios correspondientes, por lo que la adhesión al recurso sigue la suerte 
procesal de éste. En ese sentido, cuando los agravios de la revisión principal son desestimados por 
ineficaces, lo que genera que subsista en sus términos el fallo federal decretado por el Juez de Distrito, 
la revisión adhesiva debe declararse "sin materia" por su naturaleza accesoria. Por ende, conforme a la 
jurisprudencia 1a./J. 79/2014 (10a.), sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, de título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO. LA DECISIÓN QUE RECAIGA AL MISMO 
DEBERÁ TRASCENDER A LOS PUNTOS RESOLUTIVOS DE LA SENTENCIA DE AMPARO.", se colige 
que el pronunciamiento de mérito debe reflejarse en un punto resolutivo autónomo que evidencie lo 
resuelto por el tribunal de alzada en relación con él. Lo anterior, porque los puntos resolutivos reflejan el 
pronunciamiento del tribunal de amparo y, por ello, el resultado de la valoración de los agravios del 
adherente no sólo debe estar contenida en los considerandos respectivos, sino que debe trascender a 

los puntos resolutivos de la sentencia de segunda instancia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021257  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 89/2019 (10a.)  

 

RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA EN CASO DE MUERTE. LOS FAMILIARES DE LA VÍCTIMA Y 
NO SÓLO SUS HEREDEROS LEGALMENTE DECLARADOS EN LA SUCESIÓN, TIENEN 
LEGITIMACIÓN ACTIVA PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA (CÓDIGOS CIVILES 
DE LOS ESTADOS DE GUERRERO Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO) (INTERRUPCIÓN DE LA 

JURISPRUDENCIA 3a./J. 21/92). 

 

Conforme al artículo 1767, fracción I, del Código Civil del Estado de Guerrero, en caso de muerte la 
indemnización por responsabilidad civil corresponderá a las personas que dependan económicamente de 
la víctima y a falta de éstos, a sus herederos. Por su parte, el artículo 1915, párrafo segundo, del Código 
Civil de la Ciudad de México, establece que en caso de muerte la indemnización corresponderá a los 
herederos de la víctima. En función de dichos preceptos y de una nueva reflexión, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona la jurisprudencia 3a./J. 21/92 y en su lugar establece 
que cuando la ley hace referencia a los herederos de la víctima para efectos de definir quién tiene 
legitimación activa para hacer valer en juicio la acción de responsabilidad civil objetiva para reclamar los 
daños materiales ocasionados por la muerte de una persona, dicha fórmula no debe interpretarse en un 
sentido literal para entender que sólo la tendrán los herederos legalmente declarados en la sucesión de 
la víctima, quienes además sólo podrán actuar a través del albacea. Esto porque dicha interpretación 
impone una restricción injustificada al derecho de acción de quien se estima afectado, en tanto se le 
obligaría a tramitar de manera previa un proceso distinto a aquel en el cual pretende obtener la reparación, 
como lo sería el procedimiento sucesorio a fin de obtener la declaratoria de herederos respectiva, así 
como la designación del albacea, con todas las cargas que ello implica. Por el contrario, esta referencia 
debe interpretarse en un sentido amplio para entender que tienen legitimación activa para reclamar el 
daño material ocasionado por responsabilidad civil objetiva derivado de la muerte de una persona, sus 
familiares, entendiéndose por éstos las personas que conforme a la ley de la materia estarían llamados a 
ser sus herederos intestamentarios, por lo que para efectos de la legitimación activa en juicio bastará con 
que el actor acredite su entroncamiento con la persona fallecida a fin de que el juzgador esté en 
posibilidades de comprobar que se trata de uno de estos sujetos. Finalmente, se precisa que para efectos 
de esta legitimación activa no opera la regla que establece que los parientes más próximos excluyen a 
los más lejanos, pues tratándose del derecho a ser reparado, todos los familiares de la víctima –en los 

términos precisados– que estimen haber sufrido un daño material pueden concurrir al juicio. 

 

PRIMERA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021253  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XVII. J/23 K (10a.)  

 

RECURSOS PRESENTADOS POR MEDIOS ELECTRÓNICOS EN EL JUICIO DE AMPARO. PARA 
RESPETAR LOS PLAZOS PREVISTOS EN LA LEY DE LA MATERIA, LA HORA QUE DEBE 
TOMARSE EN CUENTA PARA REALIZAR EL CÓMPUTO, CORRESPONDE AL HUSO HORARIO DEL 
LUGAR EN QUE SE PRESENTÓ, DE MANERA QUE SI SE REGISTRÓ CON UNO DISTINTO, DEBE 

EFECTUARSE LA CONVERSIÓN PROCEDENTE. 

 

De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 2 y 3, fracciones I y II, de la Ley del Sistema 
de Horario en los Estados Unidos Mexicanos y 5o. de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, 
deriva que al igual que las unidades de medida, los husos horarios permiten establecer un sistema de 
medición del tiempo de carácter obligatorio; por su parte, en los artículos 3o., 21 y 80 de la Ley de Amparo; 
así como 51, 53, 62, 63, 75 y 76 del Acuerdo General Conjunto 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los Servicios Tecnológicos relativos a la 
tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y los procesos de oralidad penal 
en los Centros de Justicia Penal Federal, no se prevé la incidencia del huso horario como medida de 
tiempo para la presentación de los recursos por medios electrónicos; por tanto, en un ejercicio de 
integración de las normas, si por razón de la ingeniería del sistema electrónico, la hora del registro de 
envío de la promoción ingresa con el horario de la Zona Centro, a efecto de no trastocar los derechos de 
seguridad, certeza, igualdad jurídica y acceso a la jurisdicción establecidos en los artículos 1o., 16 y 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para fijar la hora en la que se presentó el 
recurso, el órgano jurisdiccional de amparo debe realizar la conversión al huso horario del lugar de 
presentación pues, de no hacerlo, se produce un obstáculo en el disfrute de las veinticuatro horas que el 
artículo 21, segundo párrafo, de la Ley de Amparo confiere a los gobernados para el envío de las 

promociones en forma electrónica. 

 

PLENO DEL DECIMOSÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

 

 

  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021251  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: 1a./J. 85/2019 (10a.)  

 

RECURSO DE REVOCACIÓN. EN OBSERVANCIA AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD, DEBE 
AGOTARSE PREVIO A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CONTRA EL AUTO QUE NO ADMITE 

LA APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 

 

El recurso de revocación previsto en el artículo 465 del Código Nacional de Procedimientos Penales es 
un medio amplio de defensa que procede en cualquiera de las etapas del procedimiento penal en que 
interviene la autoridad judicial para combatir resoluciones de mero trámite que se resuelven sin 
sustanciación. En este sentido, el auto que no admite el recurso de apelación debe considerarse una 
determinación: i) dentro del procedimiento penal y ii) de mero trámite, que califica dentro de los supuestos 
de procedencia del recurso de revocación, pues no resuelve el fondo de la causa penal o pone término al 
procedimiento, ni tampoco involucra la respuesta de los agravios formulados por la recurrente, sino que 
su objetivo es analizar los requisitos establecidos en los artículos 467 y 468 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales y las hipótesis previstas en el diverso artículo 470 del propio código. Además, 
en términos del artículo 475 del código aludido, se resuelve de plano cuando se reciben los registros 
correspondientes al recurso de apelación, esto es, sin sustanciación alguna, lo que corrobora la 
procedencia del recurso de revocación, pues el legislador, en vez de mantener indeterminada la actuación 
del tribunal de alzada, expresamente estableció en el propio precepto que debía pronunciarse de plano, 
de ahí que su actuación se constriña a constatar, en el momento en que se recibe y con los elementos al 
alcance, si se cubren los requisitos de procedencia. Por lo anterior, es necesario agotar el medio de 
defensa referido antes de acudir al juicio de amparo, sin que ello pueda aplicarse de manera retroactiva 
en términos del artículo 217, último párrafo, de la Ley de Amparo, dado que antes de la obligatoriedad de 
este criterio, se actualizaba la excepción al principio de definitividad prevista en el último párrafo del 

artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo. 

 

PRIMERA SALA 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021248  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 155/2019 (10a.)  
 

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO LABORAL. LA JUNTA PUEDE DESIGNAR PERITO A FAVOR DEL 
TRABAJADOR AUNQUE ÉSTE YA HUBIERA REALIZADO DESIGNACIÓN, CONFORME A LOS 
ARTÍCULOS 780 Y 824 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA 

REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019. 

 

De los citados preceptos, interpretados conforme a lo establecido en el artículo 18 de la Ley Federal del 
Trabajo y de acuerdo con el principio de acceso a la justicia establecido en el diverso 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que si bien las pruebas se ofrecerán 
acompañadas de todos los elementos necesarios para su desahogo, la Junta puede designar perito a 
solicitud del trabajador en la audiencia señalada para el desahogo de la prueba correspondiente, no 
obstante que éste ya hubiere nombrado uno con antelación, sin que tenga que justificar esa petición. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021247  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: XXV.3o. J/1 (10a.)  
 

PRIMA DE ANTIGÜEDAD Y RECOMPENSA POR AÑOS DE SERVICIOS. SON PRESTACIONES 
LABORALES DE DISTINTA NATURALEZA, Y NO SON EQUIPARABLES ENTRE SÍ (LEGISLACIÓN 

DEL ESTADO DE DURANGO). 

 

El artículo 55o., fracción X, de la Ley de los Trabajadores al Servicio de los Tres Poderes del Estado de 
Durango, vigente hasta el 25 de diciembre de 2014, complementado con el artículo 162, fracciones I y III, 
de la Ley Federal del Trabajo, establecía en favor de los trabajadores del Estado una prima de antigüedad 
al momento en que se retiraran voluntariamente del servicio, equivalente a 12 días de salario por cada 
año de servicios, luego de haber cumplido, por lo menos, 15 años de servicios; por otra parte, el artículo 
57o. de la vigente ley burocrática referida, prevé el pago de una recompensa por años de servicios, que 
consistirá en uno, dos y tres meses de salario, según se trate, a los empleados que hayan prestado 
servicios al Estado por 10, 20 y 30 años, respectivamente. En ese tenor, las prestaciones laborales 
aludidas son de distinta naturaleza, pues con la prima de antigüedad pretende reconocerse el esfuerzo y 
colaboración del trabajador durante la relación laboral, pero teniendo como presupuesto para su pago, la 
terminación del vínculo laboral; en cambio, con la recompensa se busca reconocer el mérito de brindar 
servicio al Estado durante una, dos o tres décadas, premiando al trabajador con uno, dos o tres meses 
de salario, según los años cumplidos, sin necesidad de ruptura laboral. Ahora bien, de acuerdo con la 
teoría de los componentes de la norma, el derecho al otorgamiento de la prima de antigüedad, equivalente 
a 12 días de salario por cada año de servicios, requiere del retiro voluntario del trabajador y que haya 
cumplido, por lo menos, 15 años de servicios al Estado; en cambio, la obtención del derecho al pago de 
la recompensa o premio por años de servicios, requiere que el trabajador preste sus servicios por 10, 20 
y 30 años, respectivamente; de ahí que constituyen prestaciones laborales que contienen supuestos y 

consecuencias jurídicas diferentes, por lo que no son equiparables entre sí. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021244  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 162/2019 (10a.)  

 

PROCEDIMIENTO PARA ACREDITAR LA MATERIALIDAD DE LAS OPERACIONES DE LOS 
CONTRIBUYENTES QUE HUBIERAN DADO EFECTOS FISCALES A COMPROBANTES EMITIDOS 
POR EMPRESAS QUE PRESUNTAMENTE REALIZAN OPERACIONES INEXISTENTES. LA OMISIÓN 
DE LA AUTORIDAD DE RESOLVER EN EL PLAZO ESTABLECIDO EN LA REGLA 1.5 DE LA 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2017 CONFIGURA UNA NEGATIVA FICTA Y, EN SU 
CASO, LA EMISIÓN EXTEMPORÁNEA DE LA RESOLUCIÓN EXPRESA NO DA LUGAR A SU 

NULIDAD. 

 

De conformidad con el artículo 69-B, párrafo quinto, del Código Fiscal de la Federación y la regla 1.5 de 
la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, se advierte que el plazo máximo con el que cuenta la 
autoridad para resolver si un contribuyente acreditó que efectivamente adquirió los bienes o recibió los 
servicios que amparan los comprobantes fiscales emitidos por una empresa que se encuentra en el listado 
definitivo de las empresas calificadas como de aquellas que presuntamente realizan operaciones 
inexistentes será de treinta días contados a partir del día en que presente su solicitud de aclaración, o 
bien, de que se tenga por cumplido el requerimiento de información. Ahora bien, la finalidad del 
procedimiento es dar al contribuyente la oportunidad de corregir voluntariamente su situación fiscal 
mediante la presentación de declaraciones complementarias o, en su caso, insistir y acreditar a la 
autoridad que sus comprobantes fiscales amparan operaciones efectivamente realizadas. Así, el diseño 
normativo de este procedimiento constituye un modelo de comunicación con la administración pública 
que consiste en la presentación de documentación o información para hacer efectivo un reclamo y 
accionar las funciones del ente público, lo que en términos generales puede ser catalogado como una 
instancia conferida a los terceros adquirentes de los comprobantes fiscales para solicitar a la autoridad 
administrativa una reconsideración –caso a caso– sobre una realidad declarada con efectos generales. 
Entonces, en atención al plazo cierto y a la naturaleza de la instancia, resulta aplicable el artículo 37 del 
Código Fiscal de la Federación, por lo que: (i) la petición del contribuyente se entenderá resuelta en 
sentido negativo si no se emite resolución en el plazo de treinta días contados a partir del día en que 
presente su solicitud de aclaración, o bien, de que se tenga por cumplido el requerimiento de información; 
o de convenir a los intereses del particular, (ii) podrá esperar a que se dicte la resolución expresa para 
impugnarla. Por lo anterior, en aquellos casos en que la resolución expresa se dicte de manera 
extemporánea y los particulares acudan a demandar su nulidad por la vía contencioso administrativa, no 
es posible –por ese simple hecho– decretar su nulidad en términos de los artículos 51 y 52 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, pues el incumplimiento a tal requisito formal no 
genera una afectación a las defensas del particular ni trasciende al sentido de la resolución y, además, la 

inobservancia del plazo es un aspecto que no se relaciona con el fondo del asunto. 

SEGUNDA SALA 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021241  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil, Civil)  
Tesis: 1a./J. 81/2019 (10a.)  

 

PAGARÉ. PARA QUE TENGA EFICACIA CUANDO EL SUSCRIPTOR NO SABE O NO PUEDE 
ESCRIBIR, SE REQUIERE NECESARIAMENTE QUE UN TERCERO FIRME A SU RUEGO Y QUE DE 
ELLO DÉ FE UN CORREDOR, UN NOTARIO O UN FUNCIONARIO PÚBLICO, SIN QUE SEA ÓBICE 

LA CIRCUNSTANCIA DE QUE EL OBLIGADO PUEDA FIRMAR O PLASMAR SU HUELLA DIGITAL. 

 

De los artículos 86, 170 y 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito deriva como requisito 
para la eficacia del pagaré, en el caso de que el suscriptor no sepa leer y escribir, que un tercero lo firme 
a su ruego y de esto dé fe un corredor, notario o funcionario público. Este requisito se justifica si se parte 
de que: 1) la firma representa la expresión de la voluntad del suscriptor; y, 2) el artículo 86 aludido prevé 
la hipótesis de las personas que no pueden o no saben escribir. Así, la intención del legislador fue proteger 
a un grupo de personas que se coloca en una situación de desventaja social –ya sea por su analfabetismo 
o porque no pueden escribir– y asegurar que el obligado (quien se encuentra imposibilitado) tenga 
conocimiento de lo realizado por su encargo en el título de crédito. En ese sentido, el legislador optó por 
la intervención de un fedatario público para que, en primer lugar, constate el pedimento de que está 
imposibilitado para que otra persona firme a su ruego y, en segundo, le informe del contenido del título 
de crédito, en aras de mitigar su desventaja social. Por tanto, es indispensable para su validez la presencia 
de un fedatario público al momento de la suscripción del pagaré, sin que sea óbice la circunstancia de 
que el suscriptor pueda firmar o plasmar su huella digital, ya que lo que se busca es protegerlo en términos 
del artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y evitar que se abuse 
de su condición, máxime cuando el fin pretendido con la firma es la aceptación del derecho literal 
consignado en el título, lo cual se logra cuando un fedatario público garantiza que el suscriptor tiene pleno 

conocimiento de la obligación contraída. 

 

PRIMERA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021237  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 156/2019 (10a.)  

 

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE INCONFORMIDAD. LA T IENE LA 
AUTORIDAD TERCERO INTERESADA EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA, QUE FUE DEMANDADA EN EL JUICIO DE ORIGEN, SI CONSIDERA QUE LA 
RESOLUCIÓN QUE TIENE POR CUMPLIDA LA SENTENCIA LE AFECTA POR ADVERTIR UN 

EXCESO O DEFECTO. 

 

El artículo 202, en relación con los diversos 201, fracción I y 196 de la Ley de Amparo, establecen que 
contra el auto que tiene por cumplida la ejecutoria de amparo directo procede el recurso de inconformidad 
y que la posibilidad de que la parte afectada pueda interponerlo se presenta cuando ésta advierta exceso 
o defecto en el cumplimiento de la sentencia de amparo, es decir, prevén el principio de parte agraviada 
para efectos de la procedencia del recurso de inconformidad. Consecuentemente, la autoridad con 
carácter de tercero interesada en el juicio de amparo directo en materia administrativa, que fue 
demandada en el juicio de origen tiene legitimación para interponer el recurso de inconformidad si estima 
que la resolución que tiene por cumplida la sentencia de amparo le afecta, en razón de que puede 
generarle un perjuicio si la autoridad responsable del cumplimiento llegara a excederse de los 
lineamientos de la sentencia de amparo o, en su caso, realizarlo de manera defectuosa. No se podría 
analizar si efectivamente existe un agravio por el exceso o defecto desde el momento en que se presenta 
el recurso para estimar si tiene legitimación y, por tanto, si procede o no, toda vez que una interpretación 
así haría que la procedencia del recurso dependa del planteamiento del inconforme, pasando por alto el 

análisis sobre el cumplimiento de ese presupuesto procesal que es de estudio preferente. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021235  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 87/2019 (10a.)  

 

LAUDO ARBITRAL. EN CONTRA DE LA SENTENCIA EMITIDA EN EL JUICIO ESPECIAL EN QUE 
SE DILUCIDE SU NULIDAD, O BIEN, SU RECONOCIMIENTO Y EJECUCIÓN, PROCEDE EL JUICIO 

DE AMPARO INDIRECTO. 

 

El juicio especial sobre transacciones comerciales y arbitraje a que se refieren los artículos 1470 y 1471 
del Código de Comercio, reformados mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 
27 de enero de 2011, que procede para solicitar la nulidad de un laudo arbitral, así como su 
reconocimiento y ejecución, no nace del ejercicio de una acción civil (personal, real o del estado civil), 
motivo por el cual, aun cuando culmine con una resolución en contra de la que no procede recurso, ésta 
no podrá reputarse como sentencia definitiva por la que se pone fin al juicio para los efectos de la 
procedencia del amparo directo, en términos del artículo 170 de la Ley de Amparo; ello, en virtud de que 
el mismo, en materias civil y mercantil, únicamente procede cuando el acto reclamado pone fin al juicio 
en el que se hicieron valer ciertas pretensiones al cobijo de cierta clase de acciones. Por lo que si el laudo 
arbitral constituye la culminación de un procedimiento seguido en forma de juicio, que vincula a las partes 
contendientes, quienes se sometieron a la decisión de un tercero en ejercicio de la autonomía de su 
voluntad, y en el juicio especial de referencia, sólo se dilucida lo atinente a la nulidad del laudo arbitral, o 
bien, su reconocimiento y ejecución; entonces, la sentencia en el juicio especial, cuya procedencia se 
limita a cuestiones adjetivas y no sustantivas, que se encuentran establecidas en forma limitativa, y que 
no tienden a la resolución del fondo de la controversia suscitada por las partes; es reclamable a través 
del juicio de amparo indirecto, de acuerdo con lo previsto en la fracción IV del artículo 107 de la Ley de 
Amparo, ya que esencialmente se trata de una resolución proveniente de un tribunal materialmente 
jurisdiccional, dictada en un procedimiento especial seguido después de que concluyó la controversia 

principal, en el caso, el procedimiento arbitral que resolvió las pretensiones de los interesados. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021231  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa, Común)  
Tesis: 2a./J. 159/2019 (10a.)  

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LOS ESTADOS DE SONORA Y DE NUEVO LEÓN. NO 
ES NECESARIO AGOTARLO ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL 
ESTABLECER LAS LEYES LOCALES UN PLAZO MAYOR QUE LA LEY DE AMPARO PARA EL 

OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO. 

 

La fracción IV del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que 
en materia administrativa no será necesario agotar los medios de defensa ordinarios, siempre que 
conforme a las leyes que los prevean se suspendan los efectos de los actos reclamados con los mismos 
alcances de la ley reglamentaria y sin exigir mayores requisitos que los que la misma consigna para 
conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la 
suspensión provisional. Por otra parte, conforme a la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo, el 
juicio de amparo es improcedente cuando se pueda promover algún juicio, recurso o medio de defensa 
legal por virtud del cual los actos reclamados puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre 
que conforme a las leyes respectivas se suspendan los efectos de dichos actos con los mismos alcances 
y sin exigir mayores requisitos que los que la misma ley consigna para conceder la suspensión definitiva, 
ni plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional. Por su parte, los 
artículos 66 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado y Municipios de Nuevo León y 63 de la 
Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sonora disponen que en el mismo auto en que se admita 
la demanda se decretará la suspensión de los actos impugnados; sin embargo, el plazo con que cuenta 
el Magistrado Instructor para otorgar la suspensión en el juicio contencioso administrativo es de tres días, 
contados a partir de la fecha en que la demanda o el escrito relativo hubiera sido presentado. 
Consecuentemente, como las leyes locales en estudio establecen un plazo mayor para el otorgamiento 
de la suspensión de los actos reclamados que el contenido en la Ley de Amparo, se actualiza una 
excepción al principio de definitividad que permite al particular acudir al juicio de amparo indirecto sin 

agotar previamente el juicio contencioso administrativo. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021227  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil, Común)  
Tesis: 1a./J. 74/2019 (10a.)  

 

EMBARGO PRACTICADO EN UN JUICIO EJECUTIVO. LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE LO DEJA 
INSUBSISTENTE CONSTITUYE UN ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE QUE AFECTA 
MATERIALMENTE LOS DERECHOS SUSTANTIVOS DEL EJECUTANTE Y, POR ENDE, EN SU 

CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 

 

De los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, se advierte que en contra de las violaciones que se actualicen 
durante el procedimiento, excepcionalmente procede el juicio de amparo indirecto, cuando se trate de 
actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, es decir, que el acto de autoridad, por sí 
mismo, afecte materialmente derechos sustantivos. Ahora bien, el embargo practicado en un juicio 
ejecutivo con motivo de un derecho de crédito, se erige como una extensión procesal del derecho de 
crédito respectivo y visto desde el enfoque del lado pasivo, la medida cautelar afecta bienes determinados 
del presunto deudor, para asegurar la eventual ejecución futura, que limita las facultades de su disposición 
y goce hasta que se obtenga sentencia de condena o se desestime la pretensión principal, de manera 
que si para el demandado en juicio, la traba del embargo es un acto de imposible reparación en contra 
del cual es procedente el juicio de amparo indirecto, de igual forma debe estimarse para el actor cuando 
se emite una determinación que deja insubsistente el embargo, dado que éste produce de manera 
simultánea una serie de efectos para cada una de las partes, pues al tiempo en que el demandado a 
quien se embarga es privado de su derecho de disposición de los bienes materia de la medida cautelar, 
el actor logra obtener una garantía de pago en relación con el crédito que reclama y adquiere una 
prelación para su cobro frente a otros posibles acreedores. De ahí que la resolución definitiva que deja 
sin efectos el embargo dentro de un juicio ejecutivo, por sus implicaciones, tiene ejecución o efectos de 
imposible reparación, por afectar materialmente derechos sustantivos del embargante, lo que hace 
procedente el juicio de amparo indirecto, porque al tratarse de un auténtico gravamen real de la especie 
de los de garantía, que no obstante su carácter temporal tiene la naturaleza jurídica de un ius ad rem, es 
incontrovertible que la determinación que destraba la medida cautelar y provoca su insubsistencia afecta 
de manera directa e inmediata el derecho sustantivo que sobre los bienes del deudor tiene el acreedor 
embargante, toda vez que vulnera la potestad o facultad que había adquirido de sustraer de la libre 
disposición del deudor los bienes embargados, de la que ya no podrá ser resarcido aun cuando obtenga 
sentencia favorable, razón por la cual es innecesario esperar hasta que se dicte la sentencia definitiva 

correspondiente, para poder combatir la actuación relativa mediante el juicio de amparo indirecto. 

 

PRIMERA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

Época: Décima Época  
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2021221  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: 1a./J. 83/2019 (10a.)  

 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA 
DEMANDA DE AMPARO PRESENTADA EN SU CONTRA, SE SURTE A FAVOR DEL JUEZ DE 

DISTRITO ANTE QUIEN SE PROMUEVE. 

 

La desaparición forzada de personas es un delito de naturaleza permanente o continua, en el que 
predomina la falta de información de las autoridades estatales acerca del paradero de la persona o la 
negativa a reconocer la comisión del ilícito, por lo que no siempre es posible determinar con certeza las 
autoridades responsables ni el lugar o lugares donde se esté ejecutando. Ante tal circunstancia, toda vez 
que el acto reclamado puede tener ejecución en más de un distrito, o incluso puede comenzar a ejecutarse 
en uno de ellos y continuar ejecutándose en otro, se concluye que en términos del artículo 37, fracción II, 
de la Ley de Amparo, es competente por razón de territorio para conocer de la demanda de amparo que 
se presenta en contra de hechos presuntamente constitutivos de desaparición forzada, el juez ante quien 
se presente la demanda de amparo. Lo anterior, incluso, redunda en un mayor beneficio para las víctimas 
indirectas, puesto que se asegura que la persona que presenta la demanda de amparo indirecto tenga un 
acceso más allanado al juicio de amparo y pueda participar de manera inmediata en él, de tal modo que 
no se establezcan exigencias gravosas sobre circunstancias tales como la identificación del lugar de la 
detención o la determinación de la autoridad responsable, acceda de manera personal al expediente, 
obtenga copias, exprese su opinión, reciba información directa, aporte pruebas, formule alegatos y, en 
general, haga valer sus derechos de manera eficaz. En paralelo, subsiste un deber de auxilio a cargo de 
todos los órganos de gobierno, para que el juez competente pueda allegarse de la información necesaria 
para determinar cuál es el paradero de la víctima del multicitado delito y en su caso, obtenga su 

comparecencia, como un auténtico habeas corpus. 

 

PRIMERA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021219  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Penal, Penal)  
Tesis: 1a./J. 76/2019 (10a.)  

 

DELITOS COMETIDOS POR ABOGADOS, PATRONOS Y LITIGANTES. EL ELEMENTO NORMATIVO 
"LITIGANTE" PARA EFECTOS DE DETERMINAR LA CALIDAD ESPECÍFICA DE SUJETO ACTIVO 
EN DICHOS ILÍCITOS, NO COMPRENDE AL ACTOR O DEMANDADO QUE PARTICIPA EN UNA 
CONTIENDA, SINO QUE CORRESPONDE AL PROFESIONAL DEL DERECHO QUE COMPARECE A 
ÉSTA EN DEFENSA DE AQUÉLLOS (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO 
DE COAHUILA ABROGADA). 

 

Los artículos 319, fracción III, del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, y 233, fracción VI, del Código Penal del Estado de Coahuila, abrogado, regulan de forma similar 
el delito de abogados, patronos y litigantes, en su hipótesis normativa que dice: "quien a sabiendas, 
alegue hechos falsos", cuando intervengan en un proceso de cualquier índole. Ahora bien, a partir de los 
componentes de las normas penales, el sujeto que realiza o ejecuta la conducta tiene que ser un 
profesional en derecho, lo que revela que el tipo exige una calidad específica en el activo. Sin embargo, 
la problemática surge cuando se pretende establecer si el término "litigante" también comprende a dicho 
profesional o se refiere a cualquiera de las partes que intervienen en el proceso, ya que el legislador no 
precisó concretamente qué debía entenderse por tal. Así, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ese elemento normativo no comprende al actor o demandado que participa 
en un procedimiento judicial, administrativo o de cualquier orden legal, sino que corresponde al profesional 
del derecho que comparece a una contienda judicial en defensa de los intereses de éstos. Así, para 
advertir el significado de litigante, es insuficiente identificarlo como la posición o actividad que desempeña 
una persona en un proceso determinado, pues actuar en ese sentido daría una connotación amplia al 
concepto, ocasionando que se desvirtúe la calidad específica que el legislador asignó al sujeto activo para 
hacerse merecedor a una sanción penal, en contravención al principio de exacta aplicación de la ley 
penal. De ahí que, en el contexto que describen las normas penales, la ejecución de la conducta sólo 
puede realizarse por aquellas personas que ejercen la actividad profesional, ya que están relacionadas 
con aspectos técnicos sobre la defensa y el patrocinio de las partes (actor o demandado) en un juicio o 
procedimiento; la actividad probatoria y de promoción de incidentes, y la interposición de recursos. 
Además, con independencia de la pena de prisión, se prevé conjuntamente la inhabilitac ión del derecho 
a ejercer la actividad profesional y la privación definitiva de ese derecho en caso de reincidencia, lo que 

sólo acontecería para un profesional en la materia. 

 

PRIMERA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021218  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 161/2019 (10a.)  

 

DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO DE "FECHA CIERTA" 
TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL 

CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. 

 

La connotación jurídica de la "fecha cierta" deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar eficacia 
probatoria a los documentos privados y evitar actos fraudulentos o dolosos en perjuicio de terceras 
personas. Así, la "fecha cierta" es un requisito exigible respecto de los documentos privados que se 
presentan a la autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de sus facultades de comprobación, que 
los contribuyentes tienen el deber de conservar para demostrar la adquisición de un bien o la realización 
de un contrato u operación que incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que 
esos documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público de la Propiedad, a 
partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario público o a partir de la muerte de cualquiera de 
los firmantes; sin que obste que la legislación fiscal no lo exija expresamente, pues tal condición emana 

del valor probatorio que de dichos documentos se pretende lograr. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021203  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 168/2019 (10a.)  

 

CONFLICTOS COMPETENCIALES. CUANDO LA RESOLUCIÓN RECURRIDA QUE DESECHÓ UNA 
DEMANDA HUBIERA SIDO DICTADA POR UN JUEZ DE DISTRITO ESPECIALIZADO, POR ESTIMAR 
QUE NO SE ESTÁ FRENTE A ACTOS DE AUTORIDAD, LA COMPETENCIA SE SURTE A FAVOR DE 

UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DE LA MISMA MATERIA. 

 

De la interpretación sistemática de los artículos 37, fracciones II y III, y 38 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación y de acuerdo con el diverso criterio sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 
23/2012 (10a.), si la resolución recurrida se dictó por un Juez de Distrito especializado, el conocimiento 
del recurso respectivo le corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito de la misma materia, 
independientemente de que se trate de un auto de desechamiento fundado en que no se está frente a 
actos de autoridad. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: 1a./J. 73/2019 (10a.)  

 

AUTO DE FORMAL PRISIÓN. NO ES OBSTÁCULO PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO CONTRA ESTE ACTO, LA CIRCUNSTANCIA DE QUE PREVIAMENTE SE 
HAYA CONCEDIDO AL MISMO QUEJOSO –EN AMPARO DIRECTO– LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL PARA EL EFECTO DE REPONER EL PROCEDIMIENTO E INVESTIGAR 

POSIBLES HECHOS DE TORTURA (LEY DE AMPARO ABROGADA). 

 

El auto de formal prisión, en su calidad de decisión, eje del proceso penal de orden tradicional o mixto, es 
una condición procesal que no se ve afectada con motivo de la reposición del procedimiento que se 
dispone para investigar posibles hechos de tortura (con motivo de una sentencia previamente emitida en 
favor del mismo quejoso en instancia de amparo directo), pues aquella resolución de plazo constitucional 
sigue surtiendo sus efectos, determinando la existencia de la causa, su sustancia y los hilos que la 
conducen, lo que lleva a considerar que la apuntada reposición no constituye un obstáculo para 
controvertir su constitucionalidad mediante el ejercicio de la acción de amparo indirecto. Asimismo, el 
hecho de que la referida investigación vaya a trascender –positiva o negativamente– en la consideración 
sobre la licitud de ciertos elementos de prueba estimados desde el auto de formal prisión, tampoco es 
razón para considerar improcedente la vía, tomando en cuenta que el análisis constitucional sobre esa 
decisión se ejecuta desde el prisma correspondiente al estado procesal de que se trata, y destacadamente 
en relación con el estándar de prueba y las reglas atinentes a esa fase procesal. Consecuentemente, el 
hecho de que se haya dispuesto la reposición del procedimiento para indagar probables hechos de tortura, 
no es una condición que conduzca a estimar la imposibilidad de controvertir el auto de formal prisión por 

medio del juicio de amparo indirecto. 

 

PRIMERA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021194  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 157/2019 (10a.)  

 

ARRESTOS MILITARES. LOS QUE SE IMPONEN CON FUNDAMENTO EN LA LEY DE DISCIPLINA 
DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS REPRESENTAN ACTOS PRIVATIVOS DE LA 

LIBERTAD PERSONAL Y NO MEROS ACTOS DE MOLESTIA. 

 

La jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación P./J. 40/96, de rubro: "ACTOS 
PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA DISTINCIÓN.", dispone que para 
distinguir entre los actos privativos y los de molestia "debe advertirse la finalidad que con el acto se 
persigue, esto es, si la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perseguida por 
el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una restricción provisional". En esta 
tesitura, del análisis gramatical, teleológico, sistemático-funcional y jurisprudencial de los artículos 24 Ter, 
24 Quáter, 25, 33 y 37 de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así como 47 del 
Reglamento General de Deberes Militares, se advierte que los arrestos militares impuestos a los 
miembros de estas dos corporaciones tienen como finalidad sancionar la comisión de faltas contra la 
disciplina militar previstas en los ordenamientos castrenses con una restricción temporal a la libertad 
deambulatoria. Por consiguiente, con independencia de que con dichos correctivos disciplinarios se 
persigan propósitos de carácter formativo para el elemento involucrado o de intimidación ejemplar para 
los demás efectivos de las fuerzas armadas, los arrestos impuestos a los miembros del Ejército y la Fuerza 

Aérea representan verdaderos actos privativos de la libertad personal y no meros actos de molestia. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Tesis: 2a./J. 158/2019 (10a.)  

 

ARRESTOS MILITARES. LA REGULACIÓN DE LOS QUE SE IMPONEN CON FUNDAMENTO EN LA 
LEY DE DISCIPLINA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS POR UN SUPERIOR 

JERÁRQUICO O DE CARGO, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. 

 

Del hecho de que los arrestos impuestos a los miembros del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos por la 
comisión de faltas contra la disciplina militar sean actos privativos, no se sigue necesariamente que en su 
imposición deban observarse de manera idéntica todas las formalidades esenciales del procedimiento 
reconocidas para la generalidad de las personas en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, entre ellas, la audiencia previa, pues si bien es incuestionable que en México, 
por virtud de ese precepto constitucional, todas las personas tienen reconocido el derecho de audiencia 
frente a un acto privativo, tanto el Pleno como la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación han aceptado la existencia de actos privativos donde se encuentra limitado y, por consiguiente, 
opera con posterioridad a la privación material del derecho o del bien. En esta tesitura, determinar si los 
arrestos militares impuestos por un superior jerárquico o de cargo conforme a la Ley de Disciplina del 
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos violan el artículo 14 constitucional por no garantizar el derecho 
fundamental de audiencia previamente a la imposición del correctivo disciplinario depende de que tal 
restricción sea proporcional a los fines que persigue. Así, un escrutinio ordinario de proporcionalidad sobre 
las diversas disposiciones castrenses que regulan la imposición de dichos arrestos arroja que la 
restricción al derecho de audiencia que conlleva este tipo de correctivos disciplinarios encuentra plena 
justificación constitucional en el principio de disciplina militar contenido en el artículo 13 de la Constitución 
Federal, ya que: (i) persigue un fin constitucionalmente legítimo; (ii) es apta para conseguirlo; (iii) es 
necesaria para su realización; y (iv) es proporcional específicamente en relación con el beneficio obtenido. 
Por ende, si constitucionalmente en relación con tales arrestos militares no debe otorgarse audiencia 
previamente a su imposición, sino que es suficiente garantizar dicho derecho fundamental con 
posterioridad a ella, se concluye que su regulación legal, por sí misma, no viola en perjuicio de los 
elementos del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos el derecho de audiencia previa reconocido por el 

artículo 14 de la Constitución Federal. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Publicadas el viernes 6 de diciembre de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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OMISIÓN DE BRINDAR ATENCIÓN MÉDICA A PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD. ES 
LEGALMENTE COMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EL JUEZ DE 
DISTRITO QUE EJERZA JURISDICCIÓN EN EL DOMICILIO DONDE SE ENCUENTRE EL 

ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO EN EL QUE SE ENCUENTRE RECLUIDA LA PERSONA. 

 

De conformidad con el numeral 4o. de la Constitución Federal en relación con los artículos 34, 73, 74, 76 
y 77 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, las autoridades penitenciarias se encuentran obligadas a 
proporcionar atención médica a las personas que se encuentran privadas de su libertad. En ese contexto, 
la omisión de brindar atención médica por parte de las autoridades penitenciarias, produce consecuencias 
materiales en el mundo fáctico, pues existe un vínculo indisoluble entre: a) la obligac ión del Estado de 
proporcionar atención médica a las personas privadas de su libertad en su centro de reinserción social; 
b) la omisión de proporcionar dichos servicios a dichas personas; y c) la afectación del derecho 
fundamental a la salud en éstos, en el caso de que tal servicio no se proporcione. De esta manera, se 
actualiza la regla de competencia prevista en el primer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo, por 
lo que debe conocer de dicha demanda el Juez de Distrito que ejerza jurisdicción en el domicilio del centro 

penitenciario donde se encuentre recluido el promovente de amparo. 

 

PRIMERA SALA 

 

  

 

Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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ACTUARIO. TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE EJECUTORA EN EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR UNA PERSONA EXTRAÑA A JUICIO POR 
EQUIPARACIÓN, AUN CUANDO EN LA ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA DEL TRIBUNAL LOCAL 

DE LA ENTIDAD EXISTA UNA OFICINA CENTRAL DE NOTIFICADORES Y EJECUTORES. 

 

En el juicio de amparo indirecto promovido por una persona que se ostenta extraña a juicio por 
equiparación, debe señalar tanto a la autoridad ordenadora como a la ejecutora, esto, pues la autoridad 
ordenadora de un emplazamiento es el Juez que admite la demanda y ordena el llamamiento a juicio del 
demandado, mientras que a la ejecutora corresponde materializar dicha orden. Ahora bien, para designar 
a la autoridad responsable ejecutora, en aquellas entidades en las que el Poder Judicial local se integra 
con una Oficina Central de Notificadores y Ejecutores, debe tenerse en cuenta que el Director de dicha 
Oficina tiene a su cargo facultades meramente administrativas, sin que a éste le corresponda llevar a 
cabo las diligencias ordenadas por el órgano judicial. Por tanto, la autoridad responsable ordenadora es 
el Juez que emitió la orden de emplazamiento y la ejecutora será el actuario que materialmente llevó a 
cabo la diligencia que se reclama. Esto, ya que la autoridad responsable ejecutora es aquella cuya 
actuación se constriñe a llevar a cabo el mandato legal o la orden emitida por la autoridad ordenadora, 
sin actuar de manera autónoma, sino que cumple una orden. Así entonces, en aquellos  casos en que 
exista una Oficina Central de Notificadores y Ejecutores, la calidad de autoridad responsable ejecutora 
no corresponde a su Director, pues no materializa el acto judicial. 
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Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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ACTUACIONES JUDICIALES. EL JUZGADOR DEBE SEÑALAR EXPRESAMENTE Y NO EN FORMA 
IMPLÍCITA O TÁCITA LOS MOTIVOS QUE SUSTENTAN LA CAUSA URGENTE PARA HABILITAR 
DÍAS Y HORAS INHÁBILES, ASÍ COMO LAS DILIGENCIAS QUE DEBERÁN REALIZARSE 
(ARTÍCULOS 64 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, 

APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, Y 1065 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). 

 

Las facultades que la ley otorga a los juzgadores como directores del proceso están sujetas al 
cumplimiento de los requisitos de fundamentación y motivación establecidos en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que todo acto de autoridad debe respetar; por 
tanto, si los artículos 64 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, y 1065 del Código de Comercio, establecen igualmente que "el Juez puede habilitar 
los días y horas inhábiles para actuar o para que se practiquen diligencias cuando hubiere causa urgente 
que lo exija, expresando cuál sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse.", es evidente que en 
atención a los requisitos constitucionales aludidos y a la literalidad de la norma, el Juez debe señalar la 
causa urgente en que sustenta su determinación, así como las diligencias que deberán practicarse; 
requisito que debe cumplir de manera expresa y no en forma implícita o tácita, por ser su obligación 
constitucional fundar y motivar sus determinaciones, con el objeto de que las personas, al conocer las 
causas que dieron origen a su determinación, puedan impugnarla a través de los medios de defensa que 
la legislación correspondiente establezca a su favor; ello, en aras de respetar a su vez, los derechos de 

seguridad y certeza jurídicas. 
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Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre de 2019, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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